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PRESIDE: — Señores Representantes Gustavo Amen Vaghetti (Presidente) y Orlando Gil Solares 
(Vicepresidente). 


MIEMBROS: Señores Representantes Jorge Chápper, Luis José Gallo Imperiale y Ramón Legnani. 


INVITADOS: Por la Organización No Gubernamental "YOSOY", señoras Graciela Rodríguez y María 
Sorondo. 


Doctores Oscar Quiñones y Pablo Díaz. 


Por la Asociación de Funcionarios de PERSES, señora Mercedes Castro y señores Darwin 
Paz, Daniel Maciel, Víctor Muniz y Alvaro Picardo. 


SEÑOR PRESIDENTE (Amen Vaghetti).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión de Salud Pública y Asistencia Social tiene la satisfacción de recibir a la representación de la 
ONG "YOSOY", integrada por las señoras Graciela Rodríguez y María Sorondo, a quienes cedemos el uso 
de la palabra. 


SEÑORA RODRÍGUEZ.- Agradecemos a la Comisión por habernos recibido. 


La visita de hoy tiene por objeto presentarles las soluciones que hemos detectado ante la situación planteada 
por nota de fecha 3 de marzo. 


La problemática de nuestros hijos, quienes han sido maltratados y abusados sexualmente por sus padres, 
surge por la falta de aplicación de las normas vigentes en nuestro país. En ese sentido, solicitamos que se 
cumpla con la Constitución de la República: en todo lo que hemos podido leer, se han salteado 47 artículos 
relativos a derechos, deberes y garantías de los ciudadanos, al derecho de familia, al derecho al trabajo y a la 
enseñanza. También se han salteado artículos relacionados con el Poder Judicial, con la responsabilidad que 
tienen los Jueces. Cuando como padres nosotros les planteamos nuestro problema, deben tomar partido como 
si fueran los padres de esos niños y velar para que sus derechos sean tenidos en cuenta y respetados, a fin de 
que puedan llevar una vida normal, tutelados por el Juez. 


También solicitamos que se cumpla con la ley relativa a la violencia doméstica, con la Declaración Universal 
de los Derechos del Niño y con la declaración de principios de las Naciones Unidas, principalmente, en lo 
referido a las terapias que reciben nuestros hijos. Téngase presente que somos tratados como objetos: la 
terapia se realiza sin que podamos manifestar qué es lo que deseamos. Ha pasado que nuestros hijos acuden a 
determinada terapia, pero los Jueces prohiben que continúen con ella y deciden que concurran a otra terapia y 
en otro lugar. Lo peor de todo es que nosotros pagamos por esas nuevas terapias, pero no estamos de acuerdo 
con lo que van a recibir. Como madres, de la misma forma en que elegimos un colegio, un idioma o un 
pediatra, deberíamos poder optar por la terapia que queremos. Hay que tener en cuenta que actualmente en el 
mundo existen 450 tipos de terapia. Entonces, en este sentido lo más honesto es que seamos informados de 
qué se va a hacer y cómo se va a hacer. 


Asimismo, solicitamos que se cumpla con los Códigos del Niño, Civil, Penal y General del Proceso, así como 
con los Tratados entre Estados y organizaciones internacionales, con la Convención de los Derechos del 
Niño, aprobada el 20 de noviembre de 1989 -que tiene carácter de ley internacional-, con la doctrina de 
protección integral, con la Convención de Belem do Pará -que prevé sanciones para erradicar la violencia 
contra la mujer- y con el Protocolo de San Salvador. 


Por otra parte, es preciso encontrar soluciones en cuanto a los lugares a donde acuden nuestros hijos a 
realizar las visitas vigiladas, en tanto nuevamente son abusados por los adultos infractores e, inclusive, 
revictimizados, no sólo por el adulto infractor sino también por el personal que allí trabaja. Ya hemos dado 
ejemplos de niños que son arrastrados para llevarlos frente al agresor; se los empuja contra él y se los obliga 
a pedirle perdón: en tanto no lo hagan, no pueden salir del recinto en el que están con el profesional y con el 
propio agresor, porque el otro padre queda afuera. Entonces, todos somos revictimizados cuando los Jueces 
ordenan que la relación se constituya nuevamente: terapia de instalación del vínculo. Hay países donde ya no 
se hace este tipo de terapia. ¡Que sean respetados los niños cuando han declarado frente al Juez que no 
quieren ver al adulto infractor y han contado por qué! Sin embargo, en esos casos, los Jueces no dicen nada: 
no aprueban ni niegan lo que el niño pide. 


Es preciso que el niño no esté solo en el momento en que ingresa a declarar porque no conoce a los adultos 
que allí están y muchas veces es apremiado tanto por el Juez como por el Fiscal, quienes le dicen que lo 
entienden, pero que los padres tienen derecho a verlos puesto que pagan las pensiones alimenticias. Eso no 
puede ocurrir. Hay Jueces que ni siquiera permiten que los abogados de UNICEF acompañen al menor a 
hacer esas declaraciones porque dicen que están suficientemente representados por ellos. 


Quisiéramos saber si se podría apoyar un proyecto sobre un banco de deudores alimentarios o pensionarios, 
puesto que hay padres que no pagan las pensiones alimenticias, en algunos casos por un plazo de 2 y hasta 13 
años. Hay un ejemplo de un padre quien, a pesar de no contar con autorización para salir del país -tenía las 
fronteras cerradas-, igualmente lo hizo y se radicó en otro lugar. 


Además, ¿cómo se puede proteger los bienes de los menores? Como los Jueces no son firmes con respecto a 
esto, hay muchos padres que venden bienes que, en definitiva, protegen al menor. Me refiero a casas -que a 
veces son vendidas, a pesar de estar embargadas- o a empresas que pasan a nombre de otras personas. 
Entonces, las madres no podemos volver a los hogares de donde tuvimos que irnos por la violencia que 
sufríamos. 


A su vez, debemos solucionar el problema existente en el Código Penal con respecto a la pérdida de la patria 
potestad por incumplimiento de los deberes inherentes a ella. Me refiero al no pago de las pensiones 
alimenticias. Independientemente del tiempo transcurrido, hemos visto que los padres que no cumplen con 
ese deber no pierden su derecho sobre los niños. Pero si esos padres tienen dudas acerca de las entradas de las 
madres, pueden hacer un trámite para que se realicen inspecciones oculares sin noticia. Entonces, podemos 
llegar de trabajar y encontrarnos con que debemos abrir la casa, los placares y demás muebles para mostrar 
todo lo que tenemos, cuando no hemos incumplido con nada: estamos defendiendo a nuestros hijos. Mientras 
tanto, las personas que realmente han fallado continúan impunes. 


Con respecto a las audiencias, ha habido problemas con abogados defensores de oficio que no se 
presentaban; se trata de madres con muy escasos recursos. Entonces, si bien no se presentaban para la 
defensa de esas madres, días después pasaban a firmar las actas como si hubieran estado. Esto ya lo habíamos 
denunciado; no sabemos en qué etapa se encuentra ahora. En ese sentido nosotros pedimos que haya un 
abogado defensor que esté capacitado en la temática del abuso y la violencia contra menores para asesorar y 
acompañar a los menores cuando tienen que presentarse en estas audiencias. 


SEÑORA SORONDO.- Uno de los puntos que atañe a esta Comisión tiene que ver con la salud 
psicológica y física, no sólo de estos niños sino de todo el núcleo familiar. La violencia de por sí se 
relaciona directamente con la salud pública; y cuando ocurre un hecho de violencia cada uno de los 
integrantes del núcleo familiar se ve afectado de distinta manera y tal vez con diferentes consecuencias. 


En este sentido, una de las cosas que más me impresionó es que víctimas o testigos de la violencia sufren 
iguales consecuencias para sí mismos y para la sociedad. Cuando no podemos hacer una terapia eficaz ante 
esta debacle ocurrida en el núcleo familiar, muy posiblemente sus integrantes sean repetidores de la 
violencia. Eso significa que generalmente los niños van a ser violentos y abusadores y las niñas soportadoras 
de la violencia. 


Tenemos un contexto cultural que todos manejamos -hasta sin darnos cuenta- que nos impone normas 
tremendamente nefastas. Me refiero a cosas que se manejan en la vida cotidiana de todos nosotros. Entonces, 
cada caso no resuelto de violencia -ya sea el abuso, el maltrato o la violencia doméstica en general- es una 
bomba que hoy puede explotar dentro del hogar, pero mañana lo hace afuera. Tal vez por eso la gente nos 
pregunta por qué últimamente aparecen tantos episodios de violencia: son los casos no resueltos. 


Hace pocos días en una audición radial en la que se hablaba del tema de los abusos de los niños llamaron por 
teléfono varias personas, lo cual me conmovió mucho ya que mayoría de la gente era adulta -personas de 
sensenta, setenta años de edad- y manifestaron que les había sucedido lo mismo cuando eran pequeños. 
Recuerdo el caso de una señora que expresó: "Me pasó lo mismo; mi mamá no me creyó; fui abusada por mi 
padre; me obligó a pedir perdón a mi papá". La señora dijo así: "Mi papá murió hace años y mi mamá hace 
poco. La cuidé hasta el último día odiándola porque, mi querida, tengo setenta años y es la primera vez que 
puedo decirlo". 


Esto es tremendo; no hay espacio para atender esta situación. Podemos pensar que antes, en otra época no era 
así; pero hoy tenemos que cambiar. La violencia general que existe responde a algo que no hemos manejado 
bien. 


Me asustan muchísimo los casos en que el Juez ha prohibido la terapia. Necesitan la terapia los niños y el 
grupo. Si el niño no recibe una terapia correcta, será un enfermo, y mañana será también un adulto enfermo 
que, a su vez, va a enfermar a otros. 


La violencia es una conducta aprendida y hay que desaprenderla. Entonces, como ciudadana, no puedo 
aceptar que un Juez prohiba la terapia para mis hijos. Podría prohibir las visitas al padre ya que él los 
agredió; no lo hace y, sin embargo, prohíbe que uno los lleve a curarse. 


Yo tengo cuatro hijos; las abusadas fueron las dos niñas menores. Llevé a mis cuatro hijos a terapia y hasta el 
día de hoy consulto permanentemente con una psicóloga, pues mi miedo era que mi hijo varón fuera violento 
dado que él vio lo que pasó. Estoy mirándolo como con una lupa. Le he dicho a él cuál es mi temor. Debo 
observar muy bien. Si yo no resolvía este problema iba a tener un muchacho violento de dieciocho años. 


Lo que yo pasé -también sufrí la violencia por parte del padre de mis niñas, cuando me enteré de lo ocurrido-, 
lo que sufrí, no se lo deseo absolutamente a nadie. 


Entonces, no podemos aceptar que el Juez, por un lado, diga que no entiende los informes psicológicos que 
se le presentan -informes de niños que han relatado, en el recorrido terapéutico, lo que les ocurrió- aduciendo 
que él no es psicólogo y, por otro, prohíba la terapia. 


Esta es una reivindicación que queremos hacer para los niños. El argumento es: "Esa ONG no está bien vista; 
o ha tenido problemas". Entonces, desde el Estado tenemos que preparar un lugar con terapias modernas, 
adecuadas, pero no con aquella terapia que dice: "Tú tienes que perdonar a tu papá y darle un beso". 


Yo conté lo que le ocurrió a esa señora de setenta años de edad, pero hace pocos días en la televisión pasaron 
el caso de algunos niños a quienes llevaban a ver a sus padres al Jardín Japonés en Buenos Aires, donde los 
niños pataleaban y gritaban: "No quiero verlo", pero los obligaban a hacerlo, y había una psicóloga que 
decía: "El niño tiene que enfrentarse a su padre". Tal vez ella tenga razón, pero el niño tiene que hacerlo 
cuando él quiera; cuando se sienta fuerte para ello. No se puede arrastrar a un niño de tres, cuatro o cinco 
años de edad para que vea a su padre. Mis hijas me dicen: "No quiero verlo". ¿Le tienen miedo? Yo creo que 
le tienen asco. Algún día lo superarán, pero yo no las puedo obligar. 


Insisto: un Juez no puede prohibirme que yo lleve a curar a mis hijas, porque si tengo un niño con hepatitis, 
por ejemplo, y no lo llevo al médico me van a acusar de negligente. En el caso que planteó mi compañera el 
Juez le prohibió la terapia hace un año y medio y le dijo que le daría otra, pero todavía no sabemos cuál es. 
Entonces, hace un año y medio que una chica está sin respaldo técnico. 


Si las ONG no cuentan con la confianza, propongámonos hacer algo: preparemos técnicos, médicos. Y me 
refiero a los médicos porque ha habido casos como el que ayer una mamá me comentó. Me dijo: "Mi hija 
andaba mal y yo lo atribuía al divorcio". Resulta que después se descubrió que era abusada por su papá. Ella 
llevaba a su hija permanentemente al pediatra, quien no se dio cuenta ya que no es especialista en el 
problema. Aclaro que es un tema viejo como el mundo pero nuevo académicamente. Ni la Facultad de 
Derecho tiene preparación en esto, aunque sí se estudia la ley. En Medicina después de graduados pueden 
hacer algún postgrado, cursos. Lo mismo sucede con los psicólogos. Desde el Estado no está instrumentado 
este punto en las políticas de educación universitaria. Y estamos teniendo pacientes por todos lados. Algunos 
pasan por un consultorio y el médico dice: "No sé; será que está creciendo señora; será que usted en su casa 
habrá hecho muchos cambios y el niño lo está sintiendo". No es así; el niño tiene los indicadores del abuso y 
no los vemos. Voy a citar una expresión que utilizo muchísimo: encontramos lo que buscamos y buscamos lo 
que conocemos. Entonces, no superaremos esto hasta que no nos saquemos los tapones de los oídos y la 
venda de los ojos y notemos que estamos llenos de violencia, no solo en los lugares marginales. Nosotras 
somos profesionales universitarias y a las dos nos pasó esto, como a muchas más. 


Desde la salud hay una enorme tarea por hacer. Las terapias tienen que estar vigiladas para ponerlas a tono 
con las últimas corrientes. En algunos lugares se trabaja muy bien con los niños. Mis hijas recibieron el alta 
de una ONG, donde las he visto mejorar, curar sus heridas. Tal vez en otras no sea así, pero no podemos 
esperar que todo esto sea hecho a partir de esfuerzos personales; un grupo trabaja bien y el otro más o menos. 
Hace falta más, porque con este problema hay muchos más niños de lo que uno quisiera. Si revisamos y 
miramos con ojo preparado, se detectan los síntomas. No se trata de que estemos buscando, pero cuando 
conocemos un sonido después se reconoce. En cambio, si nunca se escuchó, de pronto, lo escuchamos todos 
los días y no nos damos cuenta. Insisto en que desde la Salud Pública se necesita especialización y un lugar 
donde estos niños sean atendidos. 


Como se dijo, la mayoría de los papás no pagan la pensión alimenticia. No olvidemos la crisis económica y la 
crisis emocional que produce toda esta problemática. A veces resulta difícil llevar a los chicos a una terapia y 
a otra, a distintos exámenes, etcétera. Por este motivo, hemos pensado en que se instrumente algún 
mecanismo de ayuda; algunas mamás podemos hacer algo porque la parte cultural nos ayuda -lo cual es 
bastante- pero hay otras que no están en las mismas condiciones. Por tanto, hay gente que está quedando 


sumamente desprotegida. Después, vemos en los noticieros menores infractores por distintos motivos, pero 
ellos son víctimas o lo han sido. La salud debe encarar esto desde el punto de vista integral, teniendo en 
cuenta que no se trata solo de un individuo sino del núcleo familiar. A veces digo que esta situación es como 
haber chocado: quien iba adelante llevó la peor parte, pero el que iba atrás también se golpeó. Por lo tanto, se 
necesita preparación y una estructura que nos permita recibir ayuda con cierta facilidad. También hay 
problemas de dinero, muchas mamás quedan en una depresión tan profunda que cuesta mucho sacarlas del 
pozo. Quisiéramos que no haya tantas trabas burocráticas -nuestro Estado es muy de esto- y que Salud 
Pública prepare equipos con especialización moderna y efectividad para atender estos casos. 


SEÑOR LEGNANIL- Muchos de los planteamientos formulados corresponden a la órbita de la 
Comisión de Derechos Humanos, pero no sabemos si las señoras estuvieron allí. 


En cuanto a las ONG que se han mencionado, quisiera saber si están vinculadas con el INAME, o si están 
habilitadas y controladas por el Ministerio de Salud Pública con respecto a la capacitación técnica de quienes 
hacen las terapias correspondientes. 


SEÑORA RODRÍGUEZ.- Todas las ONG que están atendiendo niños que han sido abusados y 
maltratados tienen convenio con INAME y no solo están autorizadas por el Instituto para funcionar 
sino que atienden a sus niños dentro de la ONG. Esto resulta ilógico si consideramos que a mí me 
prohíben la terapia pero a un niño del INAME no. ¿Cómo el INAME puede autorizar algo que no 
funciona adecuadamente? Y dentro del INAME funciona el sistema donde obligan a los niños a 
ponerse de rodillas y pedir perdón al agresor. Esta situación debe cambiar. 


Nos interesa que las víctimas de la violencia recibamos asistencia médica gratuita con profesionales 
capacitados a partir de realizada la denuncia porque, a pesar de que trabajamos, en algunos momentos no 
contamos con el dinero para pagar las órdenes y llevar a nuestros hijos a los controles médicos. Por este 
motivo, pensamos en la posibilidad de que una vez realizada la denuncia, nos podamos presentar en algún 
organismo donde obtengamos el carné de asistencia gratuita para llevar a los niños a vacunar, a los controles, 
y que sean lugares que estén ubicados cerca de nuestros domicilios. A veces, se nos hace muy cuesta arriba 
juntar dinero para el ómnibus. Tenemos que elegir entre darles de comer o sacarlos en el ómnibus y pagar la 
orden. Y esto es cierto, a pesar de que ustedes ven que estamos bien, no tenemos dinero para hacer frente a 
todos los gastos de los niños. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión analizará qué hacer con esta problemática. 


SEÑORA SORONDO.- Nosotras no luchamos solo por nuestros hijos. Sabemos que hay muchísimos 
más niños en esta situación; en algunos casos hemos logrado el contacto con las mamás, pero en otros 
todavía no. Por eso, en nombre de todos, muchas gracias por su sensibilidad. 


(Se retira de Sala la delegación de la ONG "YOSOY") 
(Ingresan a Sala los doctores Quiñones y Díaz) 


La Comisión de Salud Pública y Asistencia Social tiene el agrado de recibir a los doctores Oscar Quiñones y 
Pablo Díaz, quienes solicitaron una entrevista para plantear su problemática. 


SEÑOR QUIÑONES.- Agradecemos la deferencia de ser recibidos nuevamente en el seno de esta 
Comisión. 


Hace ocho meses concurrimos a esta Comisión munidos de una serie de documentos y en pleno 
convencimiento de que estábamos enfrentados a una situación arbitraria en lo que refería a la posibilidad de 
desarrollar nuestra función como médicos en el Instituto de Cardiología Infantil. El corolario de esto no fue 
lo que buscábamos porque lo único que aparentemente logramos en aquel momento fue desatar una ira 
incontrolada por parte de las autoridades del Fondo Nacional de Recursos. Como todos saben, se ha desatado 
una especie de tormenta sobre el Instituto de Cardiología Infantil y nos ha generado un enorme perjuicio. En 
parte esto queda demostrado por el ataque que sufrió el Instituto por el caso del niño infectado con HIV y, 


posteriormente, el pase a la justicia penal de distintos integrantes del Instituto a instancias del Fondo 
Nacional de Recursos. El último episodio fue el cierre del Instituto a través de una medida unilateral del 
Fondo Nacional de Recursos que, en definitiva, nos mostró que las autoridades de este organismo tienen una 
gran autonomía con respecto al Ministerio de Salud Pública. Creo que ese fue nuestro principal error de 
concepción en la primera reunión que tuvimos con esta Comisión porque concurrimos munidos de 
documentación que avalaba nuestros reclamos. 


Hoy, concurrimos con mayor cantidad de documentación para reafirmar nuestro reclamo en cuanto a que 
estamos autorizados para realizar cirugía cardíaca de adultos en el seno del IMAE del Instituto de 
Cardiología Infantil. 


Voy a relatar una pequeña cronología de cómo sucedieron los hechos. El 7 de julio de 2003 el Fondo 
Nacional de Recursos indicó que el IMAE debía abstenerse de realizar cirugías cardíacas de 
revascularización miocárdica hasta tanto no se obtuviera la regularización del trámite de habilitación por 
parte del Ministerio de Salud Pública. El 30 de julio la Dirección General de Salud informó al doctor Homero 
Bagnulo que comparte en todos sus términos los dos informes de las Divisiones Productos de Salud y 
Jurídico Notarial del Ministerio de Salud Pública, concluyendo que el Instituto de Cardiología Infantil se 
encuentra habilitado a funcionar en el Hospital Humberto Primo en carácter de Instituto de Medicina 
Altamente Especializada. El 30 de setiembre del mismo año en la Comisión de Salud de la Cámara de 
Senadores, el Director Técnico Médico del Fondo Nacional de Recursos, doctor Álvaro Haretche reconoció 
el pronunciamiento de la Dirección General de Salud del Ministerio de Salud Pública y concluyó que el ICI 
debe considerarse autorizado, pero el Presidente del Fondo Nacional de Recursos, doctor Homero Bagnulo, 
defiende su negativa contumaz argumentando endeblemente que en ese momento el Instituto no estaba 
realizando cirugía de revascularización miocárdica e interpretando que el Ministerio de Salud Pública lo 
habilitó en el año 1998 y la Comisión Honoraria Administrativa del Fondo Nacional de Recursos en 1999 
autorizando solo la financiación de cirugía congénita y de transplante cardíaco, con lo cual dio por laudado el 
conflicto. 


El 20 de febrero de este año el Fondo Nacional de Recursos informó a la Dirección General de Salud que 
desde el 8 de setiembre de 2002 el Instituto de Cardiología Infantil es incorporado como IMAE, 
transfiriéndole al mismo la cobertura de los actos cardiológicos que tenía autorizados el Hospital Italiano, 
excluyendo de la nómina los actos de cirugía cardíaca de adultos. No hay una documentación de esta 
exclusión, ni se argumenta el por qué se realiza. 


Todo lo anterior implica el desconocimiento por parte de las autoridades del Fondo Nacional de Recursos de: 
1) la ordenanza N* 607 referencia N* 2913/98 del 8 de noviembre de 1998, por la cual el Ministerio de Salud 
Pública resuelve autorizar al Hospital Italiano la habilitación del Servicio de Cirugía Cardíaca y Transplantes 
en adultos. 2) El mencionado informe de la Dirección General de Salud del 30 de julio de 2003 reconociendo 
la habilitación por parte del Ministerio de Salud Pública para el ICI como IMAE. 3) La resolución del Fondo 
Nacional de Recursos adoptada el día 4 de febrero de 1999, de la cual hoy adjuntamos la copia del acta 

N* 4/99 -hace ocho meses no la teníamos- de la reunión de la Comisión Honoraria Administrativa del Fondo 
Nacional de Recursos del mencionado día, presidida por el representante alterno del Ministerio de Salud 
Pública, doctor Álvaro Vero, donde por unanimidad se resuelve autorizar al Hospital Italiano a realizar 
Cirugía Cardíaca y Transplante Cardíaco en pacientes adultos. Además, está la nota de fecha 3 de marzo de 
1999, dirigida desde el Fondo Nacional de Recursos al IMAE Hospital Italiano, firmada por el doctor Álvaro 
Haretche, en su carácter de Director Técnico Médico del Fondo Nacional de Recursos, donde dice haber sido 
encomendado por dicha Comisión para notificar la autorización de la cobertura financiera del Fondo 
Nacional de Recursos para la realización de Cirugía Cardíaca y Transplantes Cardíacos en adultos. 


Estas resoluciones no han sido ratificadas, ni dadas de baja, por tanto son las que están vigentes y esto es lo 
que hoy nos lleva a pedir la intervención de esta Comisión con el fin de frenar esta situación a la que nos 
vemos sometidos. 


SEÑOR DÍAZ.- En el año 2003 las autoridades del Instituto de Cardiología decidieron recomenzar 
procedimientos quirúrgicos en adultos. Luego de iniciadas dos cirugías, con éxito, comenzaron una 
serie de medidas y piedras en el camino por parte de las autoridades del Fondo Nacional de Recursos 
que en su momento denunciamos como tales. Como dijo el doctor Quiñones, el pésimo manejo de la 
situación del niño contagiado de SIDA, las denuncias penales realizadas por el Fondo Nacional de 


Recursos y la decisión unilateral, que desconoce la autoridad del Ministerio de Salud Pública, de cortar 
la cobertura financiera al Instituto de Cardiología Infantil en su momento debido a un accidente, 
demuestran la arbitrariedad y la intencionalidad de las autoridades del Fondo hacia el Instituto de 
Cardiología Infantil. 


La primera vez que concurrimos a esta Comisión vinimos a defender lo que el Fondo estaba criticando, es 
decir que no se podía hacer cirugía con un solo cirujano, pero nosotros teníamos varios cirujanos. También el 
Fondo dijo que nosotros no estábamos habilitados por Salud Pública, cuando esto no era así. 


A lo largo de todos estos meses quedó demostrado que hay una clara intencionalidad del Fondo en contra 
nuestro, como profesionales, para que desarrollemos nuestra actividad. 


En lugar de traer la documentación del Ministerio de Salud Pública que nos habilita para realizar nuestra 
actividad, adjuntamos la documentación del Fondo Nacional de Recursos. A través del Fondo. estamos 
habilitados a realizar cirugía cardíaca de adultos y así hemos comenzado la actividad. Nos parece un 
atropello lo que se está haciendo con decenas y decenas de profesionales que trabajamos en el Instituto 
porque se está cortando la posibilidad de progresar en nuestras carreras simplemente por un capricho 
personal y rivalidades. Estos son los motivos de las medidas que está tomando el Fondo Nacional de 
Recursos. 


En su momento, nosotros pedimos mediación de esta Comisión para tratar de establecer un diálogo con las 
autoridades del Fondo Nacional de Recursos y también lo hicieron las autoridades del ICI, pero no se obtuvo 
respuesta. 


Queremos que la Comisión de Salud Pública de esta Cámara esté al tanto de toda la documentación con la 
que contamos que, reitero, avala todo lo que se hizo para llevar adelante la cirugía cardíaca de adultos en el 
ICI. Fundamentalmente, solicitamos que interceda ante el Ministerio de Salud Pública para que, como 
autoridad superior del Fondo Nacional de Recursos, trate de suspender estos atropellos que se vienen 
llevando a cabo contra la institución donde nosotros trabajamos. 


Creo y reafirmo que intereses personales no pueden primar sobre las resoluciones de organismos como el 
Fondo Nacional de Recursos o el Ministerio de Salud Pública. 


SEÑOR QUIÑONES.- Quiero manifestar que en julio del año 1999, cuando se solicita realizar 
angioplastia en el Hospital Italiano, el informe del Director Técnico, el doctor Haretche, dice lo 
siguiente: "El mismo," -refiriéndose a la realización de angioplastia- "por la propia naturaleza de los 
actos a realizar, estaría dirigido a pacientes adultos y se relacionaría con el IMAE de Hemodinamia de 
Adultos y el de Cirugía Cardíaca de Adultos, ambos ya autorizados por la Comisión Honoraria del 
FNR". Este pequeño documento se contradice con la postura que mantuvo en la Comisión de Salud 
Pública de la Cámara de Senadores. El día 30 de setiembre del año 2003, él asevera lo siguiente: "El 
Instituto de Cardiología Infantil [...] obtuvo en 1998 una autorización para realizar cirugía cardíaca de 
adultos a instancias del propio Fondo, porque había comenzado a hacer angioplastia". En realidad, es 
exactamente al revés. A fines del año 1998 y principios del año 1999, el Ministerio de Salud Pública y el 
Fondo Nacional de Recursos discutieron la situación de la cirugía cardíaca de adultos y el transplante 
de adultos en el IMAE del Hospital Italiano en ese momento. 


En el acta del 4 de febrero del año 1999 se convino: "Solicitud de autorización para la realización de Cirugías 
Cardíacas y Transplantes Cardíacos en adultos en el IMAE del Hospital Italiano: El doctor Vero informa que 
el Hospital Italiano entregó la documentación solicitada por la Comisión Honoraria Administradora, por lo 
que corresponde autorizar la realización de cirugías cardíacas y trasplantes cardíacos en adultos bajo la 
cobertura financiera del Fondo Nacional de Recurso". [...] "Se resuelve: Por unaniminad, autorizar bajo la 
cobertura financiera del Fondo Nacional de Recursos, al IMAE Hospital Italiano, la realización de Cirugías 
Cardíacas y Trasplantes Cardíacos en pacientes adultos, que opten por asistirse en dicho Servicio". 


Todos sabemos que el Hospital Italiano entró en quiebra en el año 2002 y hubo una resolución por la cual el 
IMAE de dicho hospital pasaba a formar parte del Instituto de Cardiología Infantil. Me refiero a la resolución 
ministerial del 8 de setiembre de 2002 por la que se autorizó al Instituto de Cardiología Infantil a funcionar 
en el Hospital Italiano, con el mismo alcance asistencial de acuerdo con las habilitaciones concedidas, por sí 


y bajo responsabilidad del Instituto de Cirugía Cardíaca. Dicha autorización, a pesar de haber sido otorgada 
en forma precaria y revocable, mantiene su plena vigencia en el entendido de que la precariedad está dada 
por el hecho de que la resolución que la otorga puede ser derogada en cualquier oportunidad, lo cual hasta el 
momento no ha ocurrido. Esa es la opinión de la División de los Servicios de Salud. 


Los actos médicos que denuncia el Instituto de Cardiología Infantil son, entre otros, tratamientos quirúrgicos 
de las valvulopatías congénitas o adquiridas del niño y del adulto; tratamiento quirúrgico de 
revascularización miocárdica y tratamiento quirúrgico de las afecciones aórticas del niño y del adulto. 


Cada vez nos sentimos más prisioneros del voluntarismo de las autoridades del Fondo Nacional de Recursos 
con respecto a la posibilidad de desarrollar el proyecto de cirugía cardíaca de adultos en este IMAE. Después 
de ocho meses de hurgar por distintos archivos donde hay documentación, dudo de que se pueda juntar más 
elementos de los que hoy hemos traído aquí que avalen lo que nosotros estamos reclamando. 


Consideramos que hemos agotado todas las posibilidades de brindar documentación adicional a esta 
Comisión respecto a este punto en concreto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión va a analizar la documentación que nos proporcionan para 
tomar posición con respecto al tema. 


SEÑOR QUIÑONES.- Cuando el señor Diputado Gallo Imperiale era Presidente de esta Comisión, 
además de concurrir aquí, mantuvimos conversaciones en reiteradas oportunidades. El nos dijo que 
antes de que la Comisión de Salud Pública y Asistencia Social de la Cámara de Diputados tomara una 
posición frente a esta problemática se iba a citar a todas las partes involucradas para tener una idea 
más clara. 


Por esta Comisión pasaron el IMAE del Sanatorio Americano, el del INCC, el Fondo Nacional de Recursos, 
el Ministerio de Salud Pública, proveedores de marcapasos y, además, se trataron temas como ser el del niño 
con HIV o la colocación de marcapasos. Pero todavía no hemos obtenido respuesta. De pronto, la Comisión 
ya tiene una posición tomada y nos podría decir que no puede hacer absolutamente nada. 


Hoy, nuevamente, venimos a plantear nuestro reclamo. Han pasado varios meses desde que vino el último 
grupo de personas vinculadas a esta problemática, pero seguimos sin obtener ninguna señal de la Comisión. 
Las señales pueden ser positivas o negativas, pero lo peor que puede ocurrirnos es no obtener ninguna. Por 
este motivo, hemos venido con más documentación al seno de la Comisión. 


SEÑOR GALLO IMPERIALE.- El planteamiento que ustedes hacen tiene un largo proceso. Desde el 
momento en que hicieron las denuncias en esta Comisión -está documentado-, se ha hecho todo lo que 
está al alcance de una Comisión de Salud, que es asesora. Recibimos información de todas las partes y 
supongo que ustedes habrán recibido las versiones taquigráficas correspondientes enviadas por 
Secretaría. 


Es cierto que estamos ante un problema que todavía no está resuelto. Pienso que cada uno de los integrantes 
de esta Comisión que nos hemos preocupado por el tema ya tenemos una opinión formada de cómo se está 
resolviendo. Personalmente, después de leer toda la documentación, los antecedentes que nos han hecho 
llegar, de escuchar a la gente que ha concurrido a este ámbito y de mantener conversaciones privadas, he 
llegado a la conclusión de que la decisión del Fondo Nacional de Recursos con respecto la autorización a 
realizar la cirugía de revascularización es absolutamente equivocada. Si nosotros personalmente tuviéramos 
que decidir, creemos que el Fondo Nacional de Recursos tendría que autorizarlo; hay una cantidad de 
elementos que lo están avalando. 


Por otra parte, considero que hay que separar totalmente esta problemática de la problemática personal que 
hay con algún integrante del ICI. Esto lo he dicho reiteradamente a un integrante del equipo de ustedes, al 
doctor Leoni, con quien hemos hablado muchas veces. Debemos separar el tema relacionado con un 
integrante del ICI del de la autorización que ustedes están solicitando, que no se ha concretado. 


SEÑOR QUIÑONES.- Tengo bien claras las expresiones del señor Diputado Gallo Imperiale. Él nos 
dijo, al doctor Díaz y a mí, que había que separar lo que era una problemática personal -en la que él 
tenía una posición tomada respecto a uno de los integrantes del ICL, que no es cualquiera, es el 
Director-, y la situación concreta que reclamamos en el sentido de que se acate la ordenanza. La 
sensación que tenemos es que las autoridades del Fondo Nacional de Recursos no acatan ninguna 
ordenanza, ninguna decisión, o acta firmada previamente que no esté de acuerdo con la voluntad 
actual de sus autoridades. Si esto es así, está bien, pero que lo digan. El Fondo Nacional de Recursos, a 
partir de ahora, desconoce absolutamente todo lo que está escrito y todas las documentaciones. 


Esa sería una respuesta tremendamente negativa para nosotros, pero habría una definición y no la 
incertidumbre en la que estamos viviendo. Téngase presente que pidieron treinta días para resolver el punto 
en el seno de la Comisión del Fondo Nacional de Recursos y ya van doscientos cuarenta días. 


Aquí se ha dicho: "Yo tengo una postura concreta con respecto a la situación personal de uno de los 
integrantes del instituto, pero creo que el reclamo que ustedes hacen es justo y está avalado, porque no están 
pidiendo que se los autorice sino, simplemente, que se cumpla con lo que ya está". Entonces, debería existir 
una herramienta legal dentro de la Comisión para que se avale esa situación; no sé si el mecanismo a adoptar 
pasaría por hablarle al Ministro o mandarle una nota al Fondo Nacional de Recursos, pero dentro de seis o 
siete meses van a cambiar muchos actores políticos y nosotros seguiremos siendo trabajadores con la misma 
problemática. No sabemos cuáles van a ser las nuevas autoridades, pero necesitamos seguir juntando 
documentación para poder afirmar en su oportunidad: "Nosotros ya presentamos esto; esta fue la posición 
que tuvo la Comisión en aquél momento", y si no estamos trabajando también para decir: "Queremos 
trabajar". 


Por eso me resulta reconfortante escuchar lo que se acaba de expresar en el sentido de que desde este punto 
de vista la situación estaría zanjada. Nosotros estaríamos en condiciones de trabajar. El señor Diputado 
Chápper dijo entre líneas que no se trataba de solicitar la autorización sino que ya estábamos autorizados. 


SEÑOR GALLO IMPERIALE.- El año pasado, estando en la Presidencia de la Comisión, hicimos 
innumerables gestiones y entrevistas. Me refiero no solamente a la gente que vino a la Comisión sino a 
reuniones personales con el Ministro, con Bagnulo y, en verdad, obteníamos respuestas encontradas. 
Las responsabilidades pasaban del Ministro al Presidente del Fondo Nacional de Recursos y éste 
mantenía una actitud -uno no quisiera juzgar- muy dura e irreversible; entonces, en verdad esas 
gestiones se veían enfrentadas: unas por un bloqueo, otras por transferencia de responsabilidades. Lo 
cierto es que terminó la Legislatura y todo quedó en eso. 


En cuanto a la solicitud de habilitación de la planta de la Médica Uruguaya para el probable traslado del ICI 
del Hospital Italiano, según me manifestaban, también se trataba de una situación que prácticamente estaba 
resuelta. No obstante, tenía que haber una habilitación del Ministerio de Salud Pública de la planta y de la 
infraestructura de Médica Uruguaya. Según nuestras versiones, la planta está espléndidamente puesta -no la 
hemos visitado- y cuenta con toda la infraestructura necesaria. Entonces, hicimos gestiones directas. Una de 
ellas fue personal -desde mi despacho-, ante el doctor Estol, para conseguir que se hiciera una reunión -que 
venía siendo postergada- entre autoridades del ICI, el Ministerio de Salud Pública y Médica Uruguaya. En 
esa oportunidad, obtuvimos el compromiso de que esa reunión se iba a hacer, pero después supimos que no 
se realizó. La versión que luego nos llegó por parte del Ministerio fue que Médica Uruguaya le estaba dando 
largas al tema. 


Según leí en la prensa -no sé si es así o no- la semana pasada la Presidencia de la República habría emitido la 
resolución de no habilitar cambios de IMAE hasta el 31 de diciembre; pero este es otro tema. No obstante, de 
alguna manera está vinculado a la temática del ICI y a la posibilidad de ese cambio que no se concretó. 


Con respecto al problema que les preocupa, que lleva un larguísimo proceso y que para ustedes es vital, no es 
que no haya habido preocupación de la Comisión y en lo personal: no ha habido resultados, eso es otra cosa. 
En este sentido, se ha preguntado qué puede hacer la Comisión de Salud Pública y Asistencia Social teniendo 
en cuenta sus responsabilidades. Por supuesto, una vez demostrado que una resolución no ha sido cumplida - 
tenemos todos los antecedentes de que eso es así-, en mérito a la función de contralor que tiene el Parlamento 
sobre el Poder Ejecutivo, debe llamar a responsabilidad. 


Por lo tanto, este es un tema que deberá analizar la Comisión con todos los elementos del caso, para 
determinar si se toman acciones desde el punto de vista parlamentario con respecto al no cumplimiento por 
parte del Poder Ejecutivo -en este caso, del Ministerio de Salud Pública- de una resolución. 


SEÑOR DÍAZ.- Quiero que quede constancia en la versión taquigráfica de que en este momento 
estamos capacitados para realizar cirugía cardíaca en el Hospital Italiano: contamos con todo el 
personal técnico y la infraestructura para realizarla apenas se normalice esta situación, 
independientemente de que en su momento se pueda habilitar la planta de Médica Uruguaya. Como 
dijo el señor Diputado Gallo Imperiale -a esta altura eso es de público conocimiento- sus instalaciones 
son de primerísimo nivel en el continente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, sólo resta agradecer la presencia de nuestros 
invitados. 


(Se retiran los doctores Quiñones y Díaz) 
(Ingresa a Sala una delegación de la Asociación de Funcionarios de PERSES) 


La Comisión de Salud Pública y Asistencia Social de la Cámara de Diputados recibe una delegación de la 
Asociación de Funcionarios de PERSES, integrada por la señora Mercedes Castro y los señores Darwin Paz, 
Daniel Maciel, Víctor Muniz y Alvaro Picardo. 


SEÑOR MUNIZ.- Agradecemos a la Comisión por habernos recibido y pedimos disculpas por llegar 
tarde. Ello se debió a que estábamos reunidos evaluando la situación de los trabajadores de la Unidad 
Coronaria Móvil. 


Hemos concurrido también a la Comisión de Legislación de Trabajo a plantear la problemática que se está 
dando específicamente en la UCM y en el sector de las emergencias médicas móviles. 


En el mes de abril la empresa propuso que los trabajadores del área asistencial, aproximadamente ciento 
cincuenta entre enfermeras, enfermeros y choferes, conformen cooperativas de producción en las distintas 
bases y policlínicas. Esto significa la pérdida de la relación de dependencia como trabajadores. La asamblea 
de nuestro sindicato rechazó en forma unánime esa propuesta y nos ha mandatado para plantear la realidad 
que vivimos hoy ante los distintos organismos del Estado, inclusive en el Parlamento. 


Los trabajadores de la UCM estamos dispuestos a trabajar para que la estabilidad laboral y la viabilidad de la 
empresa continúen y hemos dado bastantes muestras al respecto. El 1? de marzo de 2002 se nos impuso una 
rebaja salarial del 18% por parte de PERSES, lo cual generó un conflicto, y se acordó que esa rebaja fuera un 
11% hasta el 31 de diciembre de 2002. El 1* de enero del año 2003 PERSES insistió en la rebaja salarial y 
pidió un 10% más por un plazo de 120 días. Los trabajadores aceptamos, pero hoy, junio de 2004, estamos 
con un 21% de rebaja salarial, si comparamos con el salario de febrero de 2002. A partir de esta fecha no 
hemos tenido ningún aumento salarial. Además, los aumentos salariales acordados por un convenio vigente 
no han sido cumplidos; inclusive, no se ha cumplido un reintegro del 50% a los 36 meses porque PERSES ha 
dicho que no puede hacerlo. 


Como consecuencia de la situación en que PERSES plantea que sus mayores costos son los vertidos al 
Estado, específicamente los aportes patronales al BPS, propone cambiar las condiciones de trabajo 
conformando cooperativas de producción o micro empresas. 


El sector de las emergencias móviles no está regulado por el Ministerio de Salud Pública como el sector 
mutual, que sí tiene la exoneración de los aportes patronales al BPS. Hoy en el sector de emergencias móviles 
hay compañeros que están en seguro de paro rotativo, atrasos salariales, rebajas salariales, pago de salarios en 
cuotas. Nosotros estamos cobrando el salario en cuatro cuotas, pero no cobramos el del mes anterior. 
Cobramos un 100% del salario distribuido de esta forma: 20% del salario en "Luncheon tickets" 
correspondiente al mes anterior y un 80% del líquido correspondiente a dos meses de atraso. Por ejemplo, en 
junio vamos a cobrar el 20% de "Luncheon tickets" de mayo y el 80% del líquido del mes de abril. 


Como consecuencia de toda esta política de PERSES, aplicada a partir de 2002, se han retirado de la 
empresa, vía despidos acordados, alrededor de doscientos funcionarios. La plantilla de trabajadores ha bajado 
notoriamente, pero ha aumentado la parte de tercerización con personal contratado para cubrir los cargos del 
personal que se fue. 


Si tenemos en cuenta las principales empresas que hay en Montevideo, las emergencias móviles están 
atendiendo aproximadamente a ochocientas o novecientas mil personas de la población de ese departamento; 
un alto porcentaje de esa población tiene una única cobertura médica, precisamente, la de las emergencias 
móviles. 


En el debate sobre la actual crisis de la salud se debe generar la equiparación de las instituciones en todo 
sentido. Nosotros estamos trabajando conjuntamente con la Federación Uruguaya de la Salud, solicitando 
reuniones con los Ministerios de Salud Pública y de Economía y Finanzas, a los efectos de trabajar para bajar 
los costos de las cargas tributarias o los aportes al BPS. 


Además, del cobro de salarios en cuotas, hoy, tenemos adeudos salariales correspondientes a los salarios 
vacacionales de 2003 y 2004 que no se han abonado. Hay tres medios aguinaldos que cobramos en cuotas; el 
de diciembre de 2003 se cobró en cinco cuotas y la última debió haber sido paga antes del 31 de mayo, pero 
no se hizo. No sabemos si nos pagarán el medio aguinaldo correspondiente a este mes de junio. 


La situación se enmarca en la crisis general del sector que, como todos sabemos, es muy difícil y el cierre de 
CIMA es la demostración reciente de la problemática. PERSES no escapa a esta situación. En el pasado esta 
empresa facturó cifras millonarias en dólares, pero hoy -hay datos entregados por PERSES en la Bolsa de 
Valores e, inclusive, a nuestro gremio en reuniones bipartitas- tiene un déficit de US$ 5:989.416. Ante esta 
situación, entendemos que de esa cifra prácticamente US$ 2:000.000 corresponden a una deuda con la Bolsa 
de Valores por la emisión de obligaciones negociables. También debemos mencionar que en 2002-2003 
PERSES facturó US$ 14:771.233. Por lo tanto, considerando la población que tenía en 1995 era de 
trescientos cincuenta mil socios y que hoy no llega a los doscientos mil, sin duda, tiene que estar en una 
situación crítica pues ha perdido ciento cincuenta mil socios. 


Nosotros no negamos su situación pero entendemos que la variable de ajuste para salvaguardar costos de la 
empresa no podemos seguir siendo los trabajadores. Además, no es justo que se nos cambie la condición de 
dependencia como trabajadores, usándonos como la variable y no pagando los aportes patronales al BPS, 
sabiendo lo que ello significa para los trabajadores en el futuro. 


Hemos entregado a la empresa propuestas para atacar los costos reales, pero no hemos obtenido respuesta. 
Según los datos que conseguimos, el déficit mensual es de $ 700.000. Estamos convencidos de que un alto 
porcentaje de ese déficit sería absorbido si se tuvieran en cuenta las propuestas de los trabajadores. 


Más allá de entender que la situación de la empresa es crítica y tiene un déficit de US$ 6:000.000, 
reafirmamos que la variable de ajuste no debe ser el salario, ni las condiciones de los trabajadores de Unidad 
Coronaria Móvil. 


En el año 2002, cuando se planteó la rebaja salarial, tuvimos acceso a la información económica de PERSES 
y pudimos ver cómo eran los gastos en la empresa. A partir de allí, en todas las actas del Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social y en los acuerdos firmados, la empresa se comprometió a entregar la información 
económico financiera y a integrar una comisión de seguimiento para estudiar en forma conjunta la viabilidad 
de la empresa, así como los gastos que se realizaran; esto nunca se hizo efectivo. Por lo tanto, en la última 
reunión que tuvimos en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, el día 14 de mayo, firmamos una nueva 
acta en la que la empresa retiraba la propuesta de reconocer las cooperativas de producción, por lo menos 
provisoriamente, mientras negociaba con el sindicato. 


Al día de hoy no hubo ninguna reunión con la empresa; la vamos a tener en el día de mañana. Cabe aclarar 
que PERSES no nos ha entregado la información económico financiera para poder discutir este tema, lo que 
significa que sigue latente la propuesta real de cambio en las condiciones de trabajo mediante la creación de 
cooperativas de producción o de microempresas. 


Para reafirmar esta política de la empresa, debemos mencionar que el 1” de mayo de 2003, en forma 
unilateral, PERSES formó una Sociedad de Responsabilidad Limitada con nueve funcionarios centralizados 


en la base Policlínica de Carrasco, lo que significa la creación de una microempresa. La política que asumió 
este sindicato en ese momento de denunciar esta situación generó un freno en esa forma de creación de 
microempresas. Sin embargo, el mes pasado PERSES nuevamente realizó una propuesta por escrito que tiene 
algunos detalles que debemos mencionar claramente, tal como se lo hicimos ver a la empresa. La propuesta 
se nos mandó en un fax, en una hoja no membretada que no estaba firmada por ningún integrante del 
Directorio porque, según sus propias palabras, no querían hacerse responsables de una situación que sabían 
no se enmarcaba dentro de los términos legales. 


Esta es la realidad que hoy tenemos y queremos ponerla en conocimiento de los señores Legisladores a los 
efectos de prevenir situaciones futuras que se puedan dar en la Unidad Coronaria Móvil. 


Además, creemos necesaria una discusión sobre lo que significan hoy las emergencias móviles. Surgieron en 
el pasado para cubrir una carencia de las instituciones de asistencia médica colectiva pero hoy, por la vía de 
los hechos, han agregado especialidades médicas y perdido la calidad esencial que al inicio tuvo el servicio 
de emergencia médica móvil prehospitalaria. Actualmente, las emergencias móviles como la UCM tienen una 
enorme cantidad de especialidades médicas. Por ejemplo, allí se puede realizar el examen médico para 
obtener el carné de salud o la libreta de conducir. Hace pocos días se propuso crear un laboratorio y también 
realizar rayos X. Por lo tanto, entendemos que se está desvirtuando totalmente el carácter de lo que fue en el 
inicio el servicio de medicina prehospitalaria. En consecuencia, creemos que tanto el Ministerio de Salud 
Pública como el poder político deben asumir un debate sobre esta situación. 


Por otra parte, este debe ser un sector regulado por el Ministerio de Salud Pública para que se pueda controlar 
cómo se brinda el servicio. Además, teniendo en cuenta la situación en que se encuentra el país, entendemos 
que no se puede permitir la libertad que tienen las emergencias móviles para aumentar las cuotas según su 
criterio, sin ningún tipo de regulación. 


La intención del sindicato es plantear esta situación. Trabajamos en una empresa que tiene un pasado bastante 
triste que debemos mencionar. Nuestro temor es que en el futuro esté en riesgo la estabilidad laboral de 
muchos trabajadores, tal como pasó en el año 1994 cuando fue despedida toda la mesa directiva de este 
sindicato, en el año 1995 cuando se despidieron ciento veinte trabajadores, o en el año 1998 cuando se 
despidieron doscientos trabajadores, usando como argumento una reestructura. 


No queremos generar un conflicto pero no estamos dispuestos a que nuestras condiciones de trabajo sean 
utilizadas como argumento para no hacer los aportes patronales al Banco de Previsión Social que son 
obligación de la empresa y un derecho de los trabajadores. 


SEÑOR GALLO IMPERIALE.- Sin duda la crisis coyuntural que tiene PERSES está inscripta en la 
crisis estructural del sistema de salud. Me parece que el problema de PERSES es un síntoma de una 
enfermedad no resuelta. 


Se ha manifestado que existe una deuda de unos US$ 6:000.000, de los cuales US$ 2:000.000 están en la 
Bolsa de Valores. Con respecto al resto de la deuda quisiera saber cuánta es laboral, cuánta financiera y 
cuánta corresponde a proveedores. ¿Tienen una distribución de la característica de la deuda? 


Por otra parte, se ha dicho que recibieron una última propuesta de la patronal de carácter indefinido en el 
sentido de que no se marcaba a quien se comprometía. También me gustaría conocer esa propuesta. 


SEÑOR MUNIZ.- Honestamente, debemos decir que tenemos los datos porque nuestros asesores 
económicos consiguieron la información que se había entregado en la Bolsa de Valores. De los casi 
US$ 6:000.000, US$ 2:000.000 corresponden a la deuda que todavía hay en la Bolsa de Valores por la 
emisión de obligaciones negociables, que había sido por un total de US$ 5:000.000. No tenemos claro 
cómo está distribuido el resto de la deuda porque no se nos ha entregado la información 
correspondiente. Queremos analizar cuál es la deuda real de la empresa con cada uno de los 
acreedores. En más de una oportunidad hemos pedido a PERSES que nos entregue la información de 
cuánto se debe a cada uno de los funcionarios. En el año 2002 acordamos la rebaja transitoria de un 
11% del salario, que a partir de enero de 2003 se iba a volver al salario original y, que además el 
capital de deuda generado iba a ser reintegrado. Actualmente, podemos decir que a los funcionarios se 
nos debe el salario vacacional del año 2003 y lo que corresponde del año 2004. Reitero que a la 


totalidad de los funcionarios se les debe el 100% del salario vacacional del 2003. Con respecto al salario 
vacacional del 2004, hay distintas categorías de funcionarios. Hay funcionarios que ya usaron la 
totalidad de su licencia, por lo tanto se les debe el 100% del salario vacacional del 2004. Hay otros que 
tomaron la mitad de la licencia, por lo tanto, se les debe el 50% del salario vacacional. Hay otros a 
quienes no se les debe nada porque recién en el segundo semestre podrán hacer uso de su licencia. Esta 
es la realidad con respecto a las deudas laborales. 


Reitero, la empresa tiene deudas financieras con los Bancos y con los acreedores, que no podemos cuantificar 
porque no tenemos los datos. 


La propuesta que se nos hizo a nosotros fue verbal, en una reunión con integrantes del Directorio de 
PERSES. Este gremio tiene por norma que toda propuesta debe ser entregada por escrito a los efectos de 
trasladarla efectivamente a los trabajadores para ser discutida en los ámbitos de las asambleas generales. 


Hemos armado un expediente con las resoluciones de las asambleas, con los informes de nuestra abogada y 
las actas del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. Además, contiene la propuesta de PERSES, entregada 
por su Directorio, con respecto a la creación de microempresas. Se trata de una hoja sin membrete y sin 
firma, enviada vía fax, sin poder registrarse el número del que provino. Nosotros entendimos que esto no era 
formal. Ellos reconocieron que habían enviado esta propuesta, pero -como ya dijimos- no querían 
comprometerse hasta que este documento fuera presentado como denuncia en algún lugar público. 


Vamos a dejar este documento en la Comisión. 


SEÑOR GALLO IMPERIALE.- Quiere decir que ustedes no consideraron ese documento en función 
de que su presentación era informal, sin conocer sus características y si era, o no, posible. 


SEÑOR MUNIZ.- Nosotros la consideramos por una cuestión de ética. Se nos informó verbalmente de 
la propuesta y luego se nos la entregó. Se la trasladamos a nuestros afiliados en una asamblea el día 23 
de abril, que unánimemente rechazó la propuesta de la creación de las cooperativas de producción. 


SEÑOR PICARDO.- El compañero Muniz dio un panorama concreto sobre lo que pasa en Unidad 
Coronaria Móvil. Al comienzo de su intervención dijo que es un problema general que vive la salud y, 
en particular, los trabajadores de las emergencias móviles. 


En todos lados reivindicamos el laudo 40 -que es ley- que marca, además de las condiciones de trabajo, un 
piso salarial. ¿En qué se basan las propuestas de PERSES actualmente? En que como es un sector no 
regulado por el Ministerio de Salud Pública, que pertenece a los seguros parciales, no tiene una regulación 
clara. Por lo tanto, ninguna de las últimas empresas que se han abierto en plaza respeta el laudo 40 y tienen 
todo el personal tercerizado. Las empresas están tratando de apuntar hacia ese lado: no respetar el laudo 40. 
Nosotros, los trabajadores, tratamos de que eso no suceda. Las propuestas que aparecen son de trabajar de 
ocho a doce horas, evadir el BPS y no pagar lo que marca el laudo 40. 


Nosotros tratamos de reivindicar el laudo 40; existe, está establecido en la ley. Sabemos que también hay una 
ley que habilita las tercerizaciones. Se supone que esta fue creada para generar puestos de trabajo, pero está 
poniendo en peligro los de otras personas. Hay cosas que se contraponen. En una reunión que mantuvimos 
con el señor Rissi hace un par de meses, él dijo que la regulación que existe para las emergencias móviles es 
cantinflesca y que hay que analizarla. Las patronales de las emergencias se niegan a ser reguladas y piden, 
por ejemplo, no hacer aportes patronales. Esto es lo que estamos tratando de evitar y queremos que se respete 
el laudo 40. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos su presencia. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


